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Panel integrado por su presidente, el Juez Rivera Colón, la Juez 

Lebrón Nieves y el Juez Rodríguez Flores. 
 
Rivera Colón, Juez Ponente 

 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de junio de 2022. 

Comparecen ante nos, los esposos Ángel Gilberto De Jesús 

Estremera, Mildred Pérez de Jesús y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos (matrimonio De Jesús-Pérez o 

parte apelante), quienes presentan recurso de “Apelación” en el 

que solicitan la revocación de la “Sentencia Sumaria Parcial” 

dictada y notificada el 25 de febrero de 2022 por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Fajardo (en adelante Foro o 

TPI).  En lo pertinente, el Foro Primario desestimó la reclamación 

contra la codemandada FirstBank de Puerto Rico (FirstBank o 

parte apelada).  
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Examinada la solicitud de autos, la totalidad del expediente 

y el estado de derecho aplicable ante nuestra consideración, 

confirmamos el dictamen mediante los fundamentos que 

expondremos a continuación. 

I. 

El 25 de mayo de 2020, el matrimonio De Jesús-Pérez 

presentó una “Demanda”,1 contra FirstBank y otros codemandados 

mediante la cual, en lo pertinente, alegó que, el 13 de mayo de 

2004, la parte apelante adquirió el apartamento E2-1 del 

Condominio Montesol, el cual está localizado en Fajardo, Puerto 

Rico.  Arguyó que, para la adquisición del referido apartamento, se 

otorgó un pagaré hipotecario a favor de la parte apelada, por la 

suma de $136,000.00.  El matrimonio De Jesús-Pérez aduce que el 

aludido apartamento sufre de desbordamientos de aguas negras, lo 

que constituye un defecto imprevisible y permanente que lo hace 

inservible.  En adición, alegó que, como consecuencia de estas 

circunstancias, el valor de la propiedad en el mercado ha 

disminuido a $60,000.00.2  Por consiguiente, entre otros remedios, 

solicitó al TPI que, en el ejercicio de su discreción judicial, 

declarase la resolución del referido pagaré hipotecario.  Lo anterior, 

bajo la premisa de que las contraprestaciones pactadas entre 

ambas partes se tornaron desproporcionales, pues la parte 

apelante estaría obligada a continuar pagando por un apartamento 

inútil.  Sostuvo que, esto sería una carga extremadamente 

onerosa, por haber desaparecido la causa del contrato original.  

Por su parte, el 14 de agosto de 2020, FirstBank presentó su 

“Contestación a la Demanda”,3 en la cual negó responder 

civilmente por los hechos alegados en la “Demanda”.  Arguyó que, 

 
1 Dicha “Demanda” fue enmendada el 15 de diciembre de 2020, a los fines de 

incluir a Chubb Insurance Company en el pleito. 
2 El valor de la tasación al momento de la compraventa fue de $143,000.00. 
3 Tras enmendarse la demanda original, el 27 de enero de 2021, FirstBank 

presentó una “Contestación a la Demanda Enmendada”. 
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el matrimonio De Jesús-Pérez estaba obligado a devolver la cuantía 

con sus correspondientes intereses y demás gastos, según lo 

acordado.  Además, sostuvo que el remedio adecuado era el 

saneamiento de los defectos y que, conforme nuestro ordenamiento 

jurídico, la obligación de saneamiento recae sobre el vendedor de la 

cosa, y no sobre el acreedor hipotecario.  

Tras varios trámites procesales, el 15 de septiembre de 2021, 

FirstBank presentó una “Moción de Sentencia Sumaria” mediante 

la cual solicitó la desestimación de la reclamación presentada en 

su contra.  En apretada síntesis, adujo que, no procedía la 

resolución o revisión judicial del pagaré hipotecario, puesto que al 

caso de autos no era de aplicación la doctrina del rebus sic 

stantibus, por ser el contrato de préstamo uno de tracto único.  

Adicionalmente, arguyó que, la parte apelada no proveyó evidencia 

de la alegada disminución de valor de la propiedad.  Por otro lado, 

el 15 de octubre de 2021, la parte apelante presentó una 

“Oposición a Moción de Sentencia Sumaria Parcial” y, en lo 

pertinente, argumentó que la doctrina del rebus sic stantibus era 

de aplicación al presente caso, pues el contrato de préstamo es 

uno de trato sucesivo.  En cuanto a la disminución de valor en la 

propiedad, indicó que el descubrimiento de prueba aún no había 

concluido, y que se estaba preparando un informe pericial a esos 

efectos.  En ese sentido, arguyó que, disponer del pleito por la vía 

sumaria en esta etapa de los procedimientos, privaría al 

matrimonio De Jesús-Pérez de su debido proceso de ley. 

Evaluadas ambas mociones, el 28 de enero de 2022, el 

Tribunal de Primera Instancia emitió una “Resolución” mediante la 

cual declaró No Ha Lugar por el momento la “Moción de Sentencia 

Sumaria”, la cual quedó pendiente de resolverse hasta culminar el 
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descubrimiento de prueba.4  No obstante, el 25 de febrero de 2022, 

el Foro a quo emitió una “Sentencia Sumaria Parcial” mediante la 

cual desestimó la reclamación presentada contra el codemandado 

FirstBank, por no existir razón para posponerla hasta la finalidad 

del caso.  Concluyó que, el matrimonio De Jesús-Pérez tuvo desde 

el año 2004 para iniciar una acción por vicios de construcción, la 

cual no podía ser dirigida contra FirstBank, ya que éste no fue el 

vendedor ni constructor del apartamento, sino que se limitó a 

prestar una suma de dinero para hacer posible la compraventa de 

éste.  A tenor, el TPI determinó que las circunstancias de 

desbordamiento de aguas negras eran previsibles, por lo que 

nuestro ordenamiento jurídico provee un remedio para ello.5  En 

adición, razonó que la doctrina de rebus sic stantibus no es de 

aplicación al caso, pues el contrato de préstamo no es uno de 

tracto sucesivo, requisito indispensable para la aplicación de tal 

doctrina.  Así, resolvió que no se cumplen los requisitos para la 

aplicación de la doctrina de rebus sic stantibus, y que la parte 

apelante no ha demostrado que el desbordamiento de aguas negras 

causó una disminución en el valor de la propiedad, y mucho 

menos, que se haya convertido en ruina.  Insatisfecho con dicha 

determinación, el matrimonio De Jesús-Pérez recurre ante este 

foro apelativo intermedio y plantea la comisión de los siguientes 

errores, a saber: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

dictar Sentencia Sumaria Parcial por insuficiencia de la 

prueba. 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

resolver que la doctrina de Rebus Sic Stantibus no es 

aplicable a contratos de préstamo. 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

resolver que los desbordamientos recurrentes de aguas 

sucias eran previsibles para efectos de la Doctrina de 

Rebus Sic Stantibus. 
 

4 La fecha establecida por el foro primario para concluir con el descubrimiento 

de prueba fue el 15 de agosto de 2022. 
5 El remedio provisto es la acción por vicios de construcción. 
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Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

resolver que la Doctrina Rebus Sic Statibus requiere una 

previa determinación de ruina. 

 

II. 

-A-  

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal provisto por 

nuestro ordenamiento con el fin de propiciar la solución justa, 

rápida y económica de pleitos que no contengan controversias 

genuinas de hechos materiales en los cuales resulta innecesaria la 

celebración de un juicio.  Rosado Reyes v. Global Healthcare, 205 

DPR 796 (2020); Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 

100, 115 (2015); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414 

(2013). 

La Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. regula el 

mecanismo de sentencia sumaria.  En lo pertinente, procede dictar 

sentencia sumaria si de las alegaciones, deposiciones, 

contestaciones a interrogatorios y admisiones ofrecidas, junto a 

cualquier declaración jurada, si alguna, demuestran la inexistencia 

de controversia real y sustancial sobre algún hecho esencial y 

pertinente y que, como cuestión de derecho, procede hacerlo.  

Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(e); 

Rosado Reyes v. Global Healthcare, supra, págs. 808 y 809. 

 El promovente de la sentencia sumaria deberá demostrar 

que no existe controversia real sustancial de ningún hecho 

material.  Regla 36.3(a) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

36.3(a); Rosado Reyes v. Global Healthcare, supra, a la pág. 808. 

Un hecho material es definido como aquel que “puede afectar el 

resultado de la reclamación de acuerdo con el derecho sustantivo 

aplicable”.  Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 129-

130 (2012).  Se podrá derrotar una moción de sentencia sumaria si 

existe una “duda que permita concluir que existe una controversia 
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real y sustancial sobre hechos relevantes y pertinentes”. Íd. pág. 

130; Pepsi-Cola v. Mun. Cidra et al., 186 DPR 713, 756 (2012). 

La Regla 36.3(a) de Procedimiento Civil, supra, dispone que 

la moción de sentencia sumaria deberá contener:   

1. Una exposición breve de las alegaciones de las 
partes; 
2. los asuntos litigiosos o en controversia; 
3. la causa de acción, reclamación o parte respecto a la 
cual es solicitada la sentencia sumaria; 
4. una relación concisa, organizada y en párrafos 
enumerados de todos los hechos esenciales y 
pertinentes sobre los cuales no hay controversia 
sustancial, con indicación de los párrafos o las páginas 
de las declaraciones juradas u otra prueba admisible 
en evidencia donde se establecen estos hechos, así 
como de cualquier otro documento admisible en 
evidencia donde se establecen estos hechos, así como 
de cualquier otro documento admisible en evidencia que 
se encuentre en el expediente del tribunal; 
5. las razones por las cuales debe ser dictada la 
sentencia, argumentando el derecho aplicable, y 
6. el remedio que debe ser concedido. 

 
Por su parte, quien se opone a la sentencia sumaria deberá 

presentar su contestación dentro del término de 20 días desde que 

fue notificada.  Regla 36.3(b) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 36.3(b).  Si ésta no presenta su contestación dentro del 

referido término, se entenderá que la moción de sentencia sumaria 

queda sometida para la consideración del tribunal.  Regla 36.3(e) 

de Procedimiento Civil, supra.  Además, deberá “contestar de forma 

tan detallada y específica como lo haya hecho la parte 

promovente”.  Regla 36.3(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.3(c).  Ésta también, deberá relacionar de forma concisa los 

párrafos, según enumerados por la parte promovente, que a su 

juicio están en controversia y deberá refutar los hechos materiales 

que están en controversia presentando evidencia sustancial.  Regla 

36.3(b)(2) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(b)(2); 

Fernández Martínez v. RAD-MAN San Juan, 2021 TSPR 149, 208 

DPR ___ (2021), Rosado Reyes v. Global Healthcare, supra, a la 

pág. 808; Pepsi-Cola v. Mun. Cidra et al., supra, a la pág. 756.  
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Toda inferencia que se haga de los hechos incontrovertidos 

debe efectuarse de la forma más favorable a la parte que se opone 

a la sentencia sumaria.  Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra, a 

la pág. 130; Pepsi-Cola v. Mun. Cidra et al., supra, a la pág. 756.  El 

Tribunal Supremo ha expresado que, “el hecho de que la otra parte 

no presente prueba que controvierta la evidencia presentada por la 

parte promovente de la moción de sentencia sumaria, no implica 

necesariamente que dicha moción procederá automáticamente si 

verdaderamente existe una controversia sustancial sobre hechos 

materiales y esenciales”.  Fernández Martínez v. RAD-MAN San 

Juan, supra.  No se dictará sentencia sumaria cuando: (1) existen 

hechos materiales y esenciales controvertidos; (2) hay alegaciones 

afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; (3) surge de 

los propios documentos que se acompañan con la moción una 

controversia real sobre algún hecho material y esencial, o (4) como 

cuestión de derecho no procede.  Pepsi-Cola v. Mun. Cidra et al., 

supra, a la pág. 756. 

El Máximo Foro ha reiterado que, el Tribunal de Apelaciones 

se encuentra en igual posición que los tribunales de primera 

instancia al revisar solicitudes de sentencia sumaria.  Rosado 

Reyes v. Global Healthcare, supra, a la pág. 809.  Es por lo que, el 

Tribunal de Apelaciones “está regido por la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y aplicará los mismos criterios que esa 

regla y la jurisprudencia le exigen al foro primario”.  Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, supra, a la pág. 118.  El Tribunal de 

Apelaciones no podrá considerar documentos que no fueron 

presentados ante el TPI, ni adjudicar hechos materiales y 

esenciales en controversia. Íd. págs. 114 y 115.  Los criterios a 

seguir por este tribunal, al atender la revisión de una sentencia 

sumaria dictada por el foro primario, han sido enumerados con 

exactitud por nuestro Tribunal Supremo.  Roldán Flores v. M. 
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Cuebas et al, 199 DPR 664, 679 (2018).  A tenor, el Tribunal de 

Apelaciones debe: 

1)  examinar de novo el expediente y aplicar los criterios 
que la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, y la 
jurisprudencia le exigen al foro primario;   
 
2)  revisar que tanto la Moción de Sentencia Sumaria 
como su oposición cumplan con los requisitos de forma 
codificados en la referida Regla 36, supra;   
 
3)  revisar si en realidad existen hechos materiales en 
controversia y, de haberlos, cumplir con la exigencia de 
la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, de 

exponer concretamente cuáles hechos materiales 
encontró que están en controversia y cuáles están 
incontrovertidos, y   
 
4) de encontrar que los hechos materiales realmente 
están incontrovertidos, debe proceder a revisar de novo 
si el Tribunal de Primera Instancia aplicó correctamente 
el Derecho a la controversia. 
 
Por otro lado, en el caso de Medina v. M.S. & D. Química P.R., 

Inc., 135 DPR 716 (1994), el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

adoptó en nuestra jurisdicción la modalidad de sentencia sumaria 

por insuficiencia de prueba.  Véase además Celotex Corp. v. Catrett, 

477 US 317 (1986).  Procede dicha moción “cuando la parte 

promovida tiene el peso de la prueba y la parte promovente puede 

demostrar que aquélla carece de evidencia para probar algún 

elemento material esencial de su reclamación”.  Medina v. M.S. 

& D. Química P.R., Inc., supra, a la pág. 727.  Bajo esta modalidad, 

no será necesario que la parte promovente acompañe su moción 

con documentos. Íd.  Ahora bien, el promovente deberá establecer 

que: (1) celebrar un juicio en su fondo resulta innecesario; (2) el 

demandante no posee evidencia suficiente para probar algún 

hecho esencial de su reclamación, y (3) como cuestión de derecho, 

procede la desestimación de la reclamación.  Rodríguez Méndez v. 

Laser Eye, 195 DPR 769, 786 (2016).  En sintonía con lo anterior, 

si después de transcurrido un tiempo adecuado y razonable para el 

descubrimiento de prueba, el promovente puede demostrar que la 

parte promovida carece de evidencia para probar un elemento 
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esencial de su caso, procede que se dicte sentencia sumaria. 

Medina v. M.S. & D. Química P.R., Inc., supra, a la pág. 727.  Esto, 

pues, en esas circunstancias no existen genuinas controversias 

sobre hechos materiales, ya que la ausencia de prueba sobre un 

hecho esencial convierte en innecesarios todos los demás hechos.  

Íd. a las págs. 727-728.  Así, nuestro Más Alto Foro ha expresado 

que: 

[E]ste análisis parte de la premisa de que en los autos 
originales del caso va a aparecer todo lo relacionado 
con el descubrimiento de prueba, de forma tal que el 

tribunal, al presentarse la moción, pueda 
examinarlo y cerciorarse de que el descubrimiento 

de prueba llevado a cabo ha sido adecuado y, a la 
luz de lo que allí consta, pueda concluir, con 
relativa certeza, que efectivamente la parte 

promovida no cuenta con evidencia suficiente 
para probar algún hecho esencial y material de su 
reclamación. Íd. a la pág. 728. 
 
(Énfasis nuestro). 

Por ende, al presentarse una moción de sentencia sumaria 

por insuficiencia de la prueba, la parte promovente tiene el peso 

afirmativo de demostrar que se ha llevado a cabo un 

descubrimiento de prueba completo, adecuado y apropiado.  Íd. 

a la pág. 733.  Esto implica que, “para derrotar una moción de 

sentencia sumaria bajo la modalidad de la insuficiencia de la 

prueba, la parte promovida puede, entre otras cosas, alegar que la 

moción es prematura porque el descubrimiento es inadecuado, 

está a medias o no se ha realizado”.  Por lo que, ante una moción 

de este tipo, la parte promovida podrá “solicitar que se posponga 

su consideración mientras completa un adecuado descubrimiento 

de prueba para sustanciar sus alegaciones si antes no ha tenido la 

oportunidad de hacerlo”.  Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 

219 (2010). Finalmente, es pertinente mencionar que, al 

determinar la validez y suficiencia de una moción de sentencia 

sumaria por insuficiencia de la prueba, deberán aplicarse todas las 

normas y principios que deben utilizarse por los tribunales al 
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entender en una moción de sentencia sumaria.  Medina v. M.S. & 

D. Quimica P.R., Inc., supra, a la pág. 734. 

-B-  

Art. 1042 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 2992 

dispone que “[l]as obligaciones nacen de la ley, de los contratos y 

cuasicontratos, y de los actos y omisiones ilícitos o en que 

intervenga cualquier género de culpa o negligencia”.  A tenor, el 

Art. 1044 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 2994, 

provee que “[l]as obligaciones que nacen de los contratos tienen 

fuerza de ley entre las partes contratantes, y deben cumplirse al 

tenor de los mismos”.  Lo anterior, de conformidad con el principio 

de pacta sunt servanda, el cual “establece la obligatoriedad del 

contrato según sus términos y las consecuencias necesarias 

derivadas de la buena fe”.  BPPR v. Sucn. Talavera, 174 DPR 686, 

693 (2008).  Los contratos son negocios jurídicos que existen desde 

que concurren los requisitos de consentimiento, objeto y causa.  

Véase Art. 1213, del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 

3391.  Una vez las partes acuerdan, mediante su consentimiento 

libre y voluntario, obligarse a cumplir determinadas prestaciones, 

surge entonces el contrato.  Véase Art. 1206, del Código Civil de 

Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3371.  Amador v. Conc. Igl. Univ. De 

Jesucristo, 150 DPR 571, 581-582 (2000).  En virtud del principio 

de libertad de contratación, el Art. 1270 del Código Civil, 31 LPRA 

sec. 3372, dispone que “[l]os contratantes pueden establecer los 

pactos, cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, 

siempre que no sean contrarios a las leyes, a la moral, ni al orden 

público”. En consecuencia, éstas quedan vinculadas al 

cumplimiento de todas las consecuencias jurídicas que surjan 

como parte de los acuerdos estipulados.  Jarra Corp. v. Axxis Corp., 

155 DPR 764, 772 (2001). 
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Sin embargo, y en contraposición con el principio de pacta 

sunt servanda, existen circunstancias extraordinarias y 

excepcionales que permiten a un tribunal ajustar los términos de 

un contrato, cuando se laceraría la buena fe o se causaría una 

injusticia al obligar a su cumplimiento específico.  BPPR v. Sucn. 

Talavera, supra, a las págs. 694-695 (2008).  Ello se conoce como 

la cláusula rebus sic stantibus, por virtud de la cual, al ocurrir un 

cambio importante en el estado de hecho existente o contemplado 

por las partes al contratar, puede el obligado resolver el contrato 

que le resulta demasiado oneroso.  Casera Foods, Inc. v. E.L.A., 108 

DPR 850, 853 (1979), citando a Castán, Derecho Civil Español, 

Común y Foral, Tomo 3, pág. 548 (1974).  Así, la cláusula rebus sic 

stantibus, es una teoría sobre la revisión de contratos por 

alteración de las circunstancias.  Íd. a la pág. 854.  En tales casos, 

“debe operar la equidad para restaurar el desequilibrio producido, 

o, por lo menos, atenuar los perjuicios apreciados”.  Casera Foods, 

Inc. v. E.L.A., supra, a la pág. 855, citando a J. Sánchez del Valle, 

Sugerencias a la Doctrina de la Cláusula Rebus Sic Stantibus, 27 

Rev. Crítica Derecho Inmobiliario, pág. 262 (1954).  La misma se 

fundamenta “en ciertas premisas latentes en la teoría general de 

las obligaciones y contratos, a saber, la buena fe, la lesión 

contractual, el enriquecimiento injusto, el abuso del derecho y la 

equidad contractual”.  Casera Foods, Inc. v. E.L.A., supra, a la pág. 

855. 

Según lo resuelto por nuestro Máximo Foro en el caso de 

Casera Foods, Inc. v. E.L.A., supra, a la pág. 856, para que proceda 

la aplicación de la cláusula rebus sic stantibus, es necesario que 

concurran los siguientes requisitos, a saber: 

1) La fundamental de la imprevisibilidad que implica 
una cuestión de hecho dependiente de las condiciones 
que concurran en cada caso. 
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2) Que se produzca una dificultad extraordinaria, 
una agravación de las condiciones de la prestación, de 
manera que resulte mucho más onerosa para el deudor, 
sin llegar al grado extraordinario en que se confundiría 
con la imposibilidad de la prestación, y que es también 
una cuestión de hecho sobre la que es difícil dar reglas 
de carácter general. 
 
3) Que el riesgo no haya sido el motivo 

determinante del contrato, como sucedería en el caso 
de contrato aleatorio. 
 
4) Que no exista acción dolosa en ninguna de las 
partes, ya que los efectos de los supuestos delitos y 
cuasi delitos están especialmente predeterminados en 
la ley. 
 
5) Que el contrato sea de tracto sucesivo o esté 
referido a un momento futuro, de modo que tenga cierta 
duración, pues para los contratos de ejecución 
instantánea o aquellos que han sido ya ejecutados no 
existe el problema. 
 
6) Que la alteración de las circunstancias sea 

posterior a la celebración del contrato (ya que así 
lo exige la misma naturaleza de acontecimiento 
imprevisible) y presente carácter de cierta 
permanencia (elemento que viene exigido también por 
el carácter extraordinario que se exige a la alteración). 
 
7) Que exista petición de parte interesada. 
 
(Énfasis suplido). 

 

La mencionada doctrina dependerá del cumplimiento 

cabal con los requisitos antes expuestos, toda vez que se trata 

de un remedio de excepción, para situaciones extraordinarias en 

que se impone un prudente y escrupuloso discernimiento judicial 

de moderación.  Mun. de Ponce v. A.C. et al., 153 DPR 1, 36-37 

(2000).  De cumplirse cada uno de los requisitos antes esbozados, 

“el ámbito remedial del tribunal es amplísimo y flexible”.  Casera 

Foods, Inc. v. E.L.A., supra, a la pág. 857.  No obstante, si la 

justicia lo requiere, de conformidad con la equidad y la buena fe, 

porque de lo contrario desaparece la base del negocio y falla la 

causa del contrato, “la posibilidad de moderar el contrato rebasa el 

campo de lo subjetivo y los tribunales no están limitados por los 

criterios elaborados en Casera Foods, Inc. v. E.L.A., supra, para la 

aplicación de la cláusula rebus sic stantibus”. BPPR v. Sucn. 
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Talavera, supra, a la pág. 715.  Lo anterior, con el fin de evitar que 

los cambios posteriores a la celebración del contrato resulten en 

mala fe, laceren el principio de la voluntariedad, o hagan el 

cumplimiento excesivamente oneroso para una de las partes.  Íd., a 

la pág. 706.  No obstante lo anterior, nuestro Tribunal Supremo ha 

expresado que: 

[E]n todo momento los tribunales deben tener presente 
que, a pesar de que pueden surgir circunstancias 

que ameriten la invocación de esta cláusula, la 
obligatoriedad e irrevocabilidad del contrato es de 
suma importancia para la estabilidad de las 

negociaciones y las relaciones económicas. Por 
tales motivos, en todo caso en donde se contemple 
la aplicación de la norma excepcional, es un 

requisito sine qua non para su procedencia el que 
la circunstancia que altera el negocio sea 

realmente imprevisible. Oriental Bank v. Perapi et al., 
192 DPR 7, 9 (2014).  
 

(Énfasis nuestro). 

-C- 

El Art. 1644 del Código Civil, 31 LPRA sec. 4571, dispone 

que “[e]l que recibe en préstamo dinero u otra cosa fungible, 

adquiere su propiedad, y está obligado a devolver al acreedor otro 

tanto de la misma especie y calidad.”  Este tipo de contrato se 

caracteriza por “su efecto traslativo, pues el prestatario recibe el 

título de la cosa que es objeto de préstamo.  Esta circunstancia, 

entonces, lo habilita para consumir o sustituir lo que recibió.  La 

consunción o la sustitución de la cosa resultan ser posibles porque 

la misma es genérica y fungible”.  José R. Vélez Torres, Derecho de 

Contratos, 451 (Facultad de Derecho UIPR 1990). 

Además, el contrato de préstamo es un contrato de 

naturaleza real y unilateral, “pues una vez otorgado y 

consumado, el contrato solo genera obligación de una de las 

partes: el prestatario queda obligado a devolver lo recibido, con o 

sin intereses, según se haya convenido”.  Vélez Torres, op. cit., a la 

pág. 452. (Énfasis suplido).  Así, el contrato de préstamo no 
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constituye un contrato de tracto sucesivo,6 pues exige una 

prestación única, la devolución de lo prestado, la cual deberá 

cumplirse de manera íntegra en cantidad e identidad, aunque se 

aplace su cumplimiento para comodidad del deudor.  Según 

concluyó un panel hermano de este foro apelativo intermedio: 

Hemos visto que el contrato de préstamo es un contrato 
real y unilateral, pues realmente nace cuando el banco 
o prestamista entrega la cuantía solicitada al 
prestatario, que se convierte desde ese momento en 
único deudor de esa relación. La entrega del capital 

tomado a préstamo sale de las arcas del acreedor a las 
manos del deudor. Desde ese momento, la única 

obligación que subsiste es la de devolver el deudor 
al acreedor la cantidad recibida en calidad de 

préstamo en los términos acordados. Ya, de 
entrada, no hay contraprestaciones que deban ser 

equilibradas. La base del negocio quedó fijada en 
la fecha en que se hizo la entrega del dinero 
tomado a préstamo: se recibió una cantidad que 
debía ser devuelta con intereses o, en caso de 
incumplimiento, satisfecha sobre las garantías 
acordadas. PR Asset Portfolio 2013 1 Int., LLC v. Negrón 
Falcon, supra. 
 
(Énfasis nuestro). 
 

III. 

En su primer señalamiento de error, el matrimonio De 

Jesús-Pérez alega que el Foro primario erró al dictar “Sentencia 

Sumaria Parcial” por insuficiencia de la prueba, a pesar de que las 

partes aun se encontraban en pleno descubrimiento de prueba.  

Arguye que, la desestimación de la reclamación en contra de 

FirstBank es improcedente en esta etapa de los procedimientos, 

pues resulta necesaria la presentación del informe de valorización 

por parte del perito de la parte apelante.  No obstante, dicho 

argumento no tiene méritos, pues, en el caso de autos, como 

cuestión de derecho, procede la desestimación de la 

reclamación y, consecuentemente, resulta innecesaria la 

celebración de una vista evidenciaria.  La aplicación de la 

doctrina rebus sic stantibus es una cuestión de estricto 

 
6 Véase PR Asset Portfolio 2013 1 Int., LLC v. Negrón Falcon, KLAN201401313 

(2014); Scotiabank de Puerto Rico v. Lausell Marxuach, KLAN201402048 (2015). 
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derecho, la cual no depende o se afecta por la presentación del 

referido informe de valorización.  Según dispuso la propia parte 

apelante, el aludido informe se presentará con el fin de probar la 

disminución del valor de la propiedad, hecho que es inconsecuente 

al momento de determinar si el Tribunal de Instancia debe 

rescindir o modificar la obligación pactada.  Así, no era necesario 

esperar a que se culminara el descubrimiento de prueba, puesto 

que dicha evidencia no es necesaria para determinar si aplica o no 

la doctrina de rebus sic stantibus.  En todo caso, dicha evidencia es 

pertinente para probar la reclamación contra los demás 

codemandados, pero no así contra la parte apelada.  Por ende, no 

incidió el foro a quo al dictar sentencia sumaria por insuficiencia 

de prueba, puesto que FirstBank ha establecido su derecho con 

claridad, y la parte apelante admite que no existe controversia 

sobre la existencia del pagaré y la hipoteca que grava su 

propiedad.7  Por tratarse de una controversia de estricto derecho, 

el descubrimiento debe continuar en torno a las demás partes 

codemandadas, pero no así contra FirstBank.  

Por su parte, el matrimonio De Jesús-Pérez aduce que no 

debió aplicarse la doctrina del rebus sic stantibus por las siguientes 

razones: (1) los desbordamientos recurrentes de aguas sucias no 

eran previsibles; (2) la doctrina es aplicable a contratos de 

préstamo; y (3) porque la doctrina no requiere una previa 

determinación de ruina.  En el caso de marras, FirstBank le otorgó 

un préstamo al matrimonio De Jesús-Pérez, cuyo monto se utilizó 

para adquirir un apartamento, el cual se gravó con una hipoteca, a 

modo de garantía sobre el cumplimiento con los términos y 

condiciones del pagaré hipotecario. Tras este hecho, la parte 

apelante advino en conocimiento sobre los desbordamientos de 

aguas negras en la propiedad adquirida, por lo que solicitó al TPI 

 
7 Véase Ap. pág. 113 del recurso KLAN202200304. 
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que, en el ejercicio de su discreción judicial, declarase la 

resolución del pagaré hipotecario al amparo de la cláusula rebus 

sic stantibus.  Cónsono con el marco legal expuesto, actuó 

correctamente el Foro recurrido al negarse a aplicar la referida 

doctrina.  

En primer lugar, somos del criterio que, en el caso ante 

nuestra consideración, no es de aplicación la cláusula rebus sic 

stantibus, pues no se cumplen a cabalidad los requisitos expuestos 

por nuestro Tribunal Supremo en Casera Foods, Inc. v. E.L.A., 

supra.  Cualquier persona prudente y razonable puede prever que, 

al comprar una propiedad, es posible que ésta tenga vicios de 

construcción, por lo que tal hecho no es imprevisible, sino que, por 

el contrario, predecible.8  El carácter de previsibilidad es un 

criterio fundamental que ha de evaluarse al determinar si 

procede o no la aplicación de la cláusula rebus sic stantibus. 

Oriental Bank v. Perapi et al., supra, a la pág. 124.  

Según concluyó el Foro a quo, el hecho de la existencia de un 

vicio de construcción es tan probable que “nuestro ordenamiento 

provee un remedio ante estos eventos”.9  Por tanto, se trata de una 

problemática que no es inusual, sino el cual ha sido objeto de 

numerosos litigios.10 Por consiguiente, no nos convence el 

argumento de la parte apelante a los efectos de que, los 

desbordamientos de aguas negras no podían ser previstos de forma 

alguna.  Por el contrario, la adquisición de una propiedad conlleva 

una serie de riesgos que son posibles de anticipar, dado que los 

vicios de construcción son recurrentes, y no constituyen una 

situación tan irregular o extraordinaria que no se pueda prever.  

Aunque ciertamente es un hecho lamentable, no por ello podemos 

 
8 Más aún cuando la parte apelante instó su reclamación 17 años después de 

haber adquirido la propiedad, y alegó que la misma era inservible desde su 
adquisición. 
9 Véase Ap. pág. 145 del recurso KLAN202200304. 
10 Véase Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409 (2003); Rivera v. A & C Development 
Corp., 144 DPR 450 (1997). 
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penalizar a la parte apelada, quien cumplió con su 

contraprestación, pues se produciría un manifiesto desequilibrio 

en contra de éste.  Adoptar la postura de la parte apelante 

implicaría incentivar los incumplimientos meramente oportunistas, 

y resolver en favor del incumplimiento.  No nos encontramos ante 

una circunstancia que pueda catalogarse como imprevisible, por lo 

que no estamos ante circunstancias extraordinarias que no se 

pudieron prever y, por ende, no se hayan tomado en consideración 

como riesgo. 

Por otro lado, para que la doctrina del rebus sic stantibus sea 

de aplicación, es necesario que el contrato sea de tracto sucesivo. 

A esos efectos, el matrimonio De Jesús-Pérez sostiene que el 

contrato de préstamo es de tracto sucesivo, por lo que la doctrina 

de rebus sic stantibus es aplicable a contratos de préstamo.  No 

obstante lo anterior, y contrario al argumento de la parte apelante, 

el contrato de préstamo no es de tracto sucesivo, sino de 

tracto único.11  Cónsono con el marco legal antes expuesto, una 

vez el contrato de préstamo ha sido otorgado y consumado, el 

acreedor cumple su obligación al efectuar el pago solicitado, el 

cual se ejecuta en un solo acto, y desde ese entonces, el 

deudor queda obligado a restituir dicha cantidad.  De esta 

forma, se exige una prestación única, la devolución de lo 

prestado, según se haya convenido. Por tanto, FirstBank 

cumplió con su obligación al momento en que aprobó el préstamo 

y otorgó la cantidad pactada.  Es decir, que no podemos decir que 

el contrato de préstamo es uno en el cual persisten obligaciones 

bilaterales continuas, pues ya la parte apelada había cumplido la 

 
11 “[L]a cláusula ‘rebus sic stantibus’ halla su ámbito propio de aplicación en los 
contratos de tracto sucesivo, no en contratos de tracto único, como los de 

compraventa o préstamo.” C. Gómez Martínez, La cláusula “rebus sic stantibus” 

en tiempos de crisis, pág. 5.  (Énfasis nuestro). 
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suya.12  En este caso, solo persiste la obligación del deudor de 

restituir el dinero tomado a préstamo.  El simple hecho de que, 

para la comodidad del deudor, el cumplimiento de la obligación se 

haya aplazado, no implica que el contrato de préstamo constituye 

un contrato de tracto sucesivo, pues, como ya indicamos, exige 

una prestación única que deberá cumplirse de manera íntegra.  

Así, como el contrato de préstamo es de tracto único, y la doctrina 

requiere que el contrato sea de tracto sucesivo, no procede la 

aplicación de ésta por no cumplirse dicho criterio, los cuales ya 

indicamos que deben cumplirse a cabalidad. 

Finalmente, la parte apelante sostiene que la doctrina de 

rebus sic stantibus requiere una previa determinación de ruina.  

Sin embargo, de la “Sentencia Sumaria Parcial” emitida por el TPI, 

lo único que se deprende sobre este tema es la siguiente expresión: 

“La parte demandante no ha demostrado que [sic] desbordamiento 

de aguas negras dentro del apartamento haya causado una 

disminución del valor de la propiedad, y mucho menos que la haya 

convertido en ruina”.  De la siguiente expresión, no se desprende 

que el Foro recurrido haya hecho una determinación a los efectos 

de que la doctrina de rebus sic stantibus requiere una previa 

determinación de ruina.  Más bien, el Tribunal de Instancia aclaró 

que no se había presentado evidencia a esos efectos, hecho que, al 

igual que la disminución del valor de la propiedad, resulta 

inconsecuente para determinar si aplica o no la cláusula de 

rebus sic stantibus.  Reiteramos que, el Foro Primario determinó 

como hecho probado que la parte apelante suscribió un pagaré a 

favor de FirstBank, y que, luego de adquirido el apartamento, este 

fue gravado con una hipoteca. Según expusimos anteriormente, el 

contrato de préstamo es uno de tracto único, y los 

 
12 La doctrina exige “que el contrato sea de tracto sucesivo o esté referido a un 
momento futuro, de modo que tenga cierta duración, pues para los contratos de 

ejecución instantánea o aquellos que han sido ya ejecutados no existe el 

problema”. 
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desbordamientos de aguas negras en la propiedad adquirida son 

previsibles, como vicios de construcción, por lo que la aplicación 

de la doctrina es un asunto de estricto derecho que no 

depende de si la propiedad había sido catalogada como ruina o 

no.  Así, resolvemos que no incurrió el Tribunal de Primera 

Instancia en los errores señalados.  Podía el Foro sentenciador 

disponer del presente caso por la vía sumaria porque no existían 

controversias reales sobre los hechos relevantes del litigio que 

requirieran la celebración de un juicio.  Procede la confirmación de 

la sentencia apelada. 

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se confirma la “Sentencia 

Sumaria Parcial” emitida por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Fajardo. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 

 
 
 

 
 


